
Apuntes sobre la doctrina sobre el derecho de asociación religiosa 

El TC ha desarrollado una consolidada doctrina sobre el derecho fundamental de 
asociación, regulado en el art. 22 CE y desarrollado en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 
de marzo, reguladora del derecho de asociación. A partir de la aprobación de esta ley 
orgánica, la configuración básica del derecho se ha mantenido prácticamente 
invariable en la doctrina de este tribunal, que ha identificado cuatro facetas integrantes 
de aquel derecho: a) la libertad de creación de asociaciones y de adscripción a las ya 
creadas, b) la libertad de no asociarse y de dejar de pertenecer a las mismas, c) la 
libertad de organización y funcionamiento internos sin injerencias públicas, y d) una 
dimensión inter privatos que garantiza un haz de facultades a los asociados 
considerados individualmente frente a las asociaciones a las que pertenezcan o a los 
particulares respecto de las asociaciones a las cuales pretendan incorporarse. 

No obstante, este derecho debe a su vez ponderarse con la facultad de la asociación 
de autoorganizarse y funcionar sin injerencias públicas, lo cual tiene a su vez una 
primera proyección en el derecho a elegir libremente a quien se asocia porque, 
precisamente, el fundamento de asociarse se encuentra «en la libre voluntad de los 
socios de unirse y de permanecer unidos para cumplir los fines sociales, creando entre 
ellos no solo un vínculo jurídico “sino también una solidaridad moral basada en la 
confianza recíproca”». 

Esta libertad de autoorganización que el art. 22 CE reconoce a las asociaciones, como 
contenido propio del derecho fundamental, no tiene carácter absoluto, sino que 
«colinda con los demás derechos de la misma índole y los derechos de los demás, 
teniendo como horizonte último el Código penal, en cuya virtud las asociaciones que 
persigan fines o utilicen medios tipificados como delito serán ilegales». El primer límite 
intrínseco de este derecho «lo marca el principio de legalidad en cuya virtud los 
estatutos sociales, como ejercicio de la potestad de autonomía, han de acomodarse no 
solo a la Constitución, sino también a las leyes que, respetando el contenido esencial 
de tal derecho, lo desarrollen o lo regulen». 

No obstante, el TC, añade a lo manifestado un nuevo limite cuando, aun siendo 
privada, ostentase de hecho o de derecho una posición dominante en el campo 
económico, cultural, social o profesional (voto particular “y lo hace sin que se haya 
matizado o perfilado el significado de tal posición dominante en términos 
constitucionales, como límite de una de las facetas del derecho de asociación 
constitucionalmente protegido, obviando la premisa que, para ese supuesto derecho 
de incorporarse a la asociación de su elección, representa el reconocimiento del 
carácter esencial que los estatutos tienen para preservar la libertad asociativa”), de 
manera que la pertenencia o exclusión de ella supusiese un perjuicio significativo para 
el particular, afectado actividad profesional, en la medida en que el acceso a la misma 
quedara vedado si no se pertenece a la asociación, el acceso no puede regularse por 
normas o prácticas que, de forma directa o indirecta, discriminen a las mujeres. 
Cuando el art. 16.1 CE garantiza las libertades ideológica, religiosa y de culto “sin más 
limitación, en sus manifestaciones, que el orden público protegido por la ley”, está 
significando con su sola redacción, no solo la trascendencia de aquellos derechos de 
libertad como pieza fundamental de todo orden de convivencia democrática (art. 1.1 
CE), sino también el carácter excepcional del orden público como único límite al 
ejercicio de los mismos, lo que, jurídicamente, se traduce en la imposibilidad de ser 
aplicado por los poderes públicos como una cláusula abierta que pueda servir de 
asiento a meras sospechas sobre posibles comportamientos de futuro y sus 
hipotéticas consecuencias». 



La autonomía de las comunidades religiosas reconocidas por el Estado implica, en 
particular, la aceptación por parte de este último del derecho de estas comunidades a 
actuar de acuerdo con sus propias reglas, imponiendo el art. 9 CEDH una obligación 
de neutralidad; y, además, cuando está en juego la organización de la comunidad 
religiosa, el art. 9 CEDH debe interpretarse a la luz del art. 11 CEDH, en la medida en 
que, si bien la libertad religiosa es principalmente una cuestión de conciencia 
individual, también implica, entre otras cosas, la libertad de manifestar la propia 
religión solo y en privado o en comunidad con otros, en público y dentro del círculo de 
aquellos cuya fe uno comparte lo que ha llevado al Tribunal a declarar de forma 
reiterada que la autonomía de las asociaciones y organizaciones religiosas impide que 
se obligue a una comunidad religiosa a admitir en su seno a nuevos miembros, o a 
excluir a otros. 

Por último, hay que recordar que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos admitió 
que una restricción a los derechos y libertades fundamentales del otro solo podría 
justificarse en la autonomía religiosa cuando se demuestre que el riesgo alegado es 
probable y serio, sin que dicho principio de autonomía puede alegarse de forma 
abusiva, insuficientemente motivada, arbitraria o con un fin distinto al ejercicio de la 
autonomía de la Iglesia Católica. (STC132/2024) 
 
 
           Salvo mejor opinión 
 


